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I) NOVEDADES NORMATIVAS

1.- Estado.

Desde el mes de enero de 2008 hasta el momento no se ha aprobado por el Estado ninguna ley que de forma directa y sistemática  regule el patrimonio local. No obstante, sí que se ha publicado una norma que puede tener incidencia en el ámbito patrimonial local, tal y como puede apreciarse a continuación.

En concreto, se trata del Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental de proyectos. Algunas de las actividades contenidas en sus Anexos pueden ser desarrolladas en sus bienes y, en especial, en sus bienes rústicos. El contenido de dicha norma no será objeto de comentario, dado que será objeto de atención en la parte dedicada al Medio Ambiente.

2.- Comunidades Autónomas.

Con carácter general debe señalarse que no se han aprobado normas que regulen directamente y sistemáticamente el patrimonio local, si bien han aparecido normas que inciden en su regulación.

B) Cataluña.

Se ha aprobado la Ley 1/2008, de 20 de febrero, de contrato de cultivo de Cataluña, en la que se regula los arrendamientos rústicos, aparcerías y masonerías y otros tipos de contratos de cultivos. Dicha norma es aplicable también a las Administraciones públicas.

También se ha aprobado la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda. En sus diversos preceptos se alude a las propiedades públicas.

En concreto, en su artículo 18, dedicado a las viviendas dotacionales públicas se establece que el planeamiento urbanístico general debe calificar terrenos y prever reservas destinadas al sistema urbanístico de viviendas dotacionales públicas que establece la legislación urbanística, para satisfacer los requerimientos temporales de colectivos de personas con necesidades de acogida, de asistencia residencial o de emancipación que resulten de la memoria social. El sistema de vivienda dotacional pública requiere que la titularidad del suelo sea pública, por lo que tanto los Ayuntamientos como la Administración de la Generalidad, mediante el Instituto Catalán del Suelo, pueden ser titulares calificados como sistema de vivienda dotacional pública.

Para la ejecución de dicha previsión en el propio artículo 18 se dice que en aplicación de la legislación urbanística, los Ayuntamientos pueden obtener suelo de titularidad privada destinado al sistema de vivienda dotacional pública por cesión obligatoria y gratuita, por expropiación o por cesión onerosa acordada con el propietario o propietaria. En este último caso, como contraprestación de la cesión, debe constituirse un derecho de superficie o de concesión administrativa en favor del cedente para la construcción y explotación de las viviendas dotacionales por un plazo de cincuenta años. 
La administración o el ente público titular del suelo puede construir y gestionar directamente las viviendas dotacionales públicas o puede otorgar un derecho de superficie o una concesión administrativa a terceros para que las construyan y gestionen.  Las viviendas dotacionales públicas pueden promoverse en régimen de alquiler, sometidas al régimen jurídico de las viviendas de protección oficial, y pueden acogerse a las medidas de financiación de actuaciones protegidas en materia de vivienda. 

De la misma forma en los artículos 77 y ss. de la citada Ley se regulan las viviendas de protección oficial. Viviendas que pueden ser promovidas por las Administraciones públicas y que pueden ser de titularidad de los entes públicos (artículos 80 y 81)

D) Andalucía.

Se han aprobado la Ley 17/2007, de 10 de diciembre, de educación de Andalucía. En sus artículos 169 y ss. se regula la cooperación entre la Administración educativa y las Corporaciones locales. En particular, en los artículos 170 y ss. se regula la cooperación en la creación, conservación, mantenimiento y vigilancia de los centros docentes, como puede apreciarse a continuación en los preceptos que se transcriben:

Artículo 170. Solares necesarios para la construcción de centros educativos 

Los municipios pondrán a disposición de la Administración educativa los solares necesarios para la construcción de los nuevos centros docentes públicos que sean necesarios en las nuevas áreas de expansión, suelos que han sido obtenidos gratuitamente por la Corporación local en los desarrollos de los instrumentos urbanísticos, y cooperarán con la Administración educativa en la obtención de solares necesarios para la construcción de nuevos centros docentes públicos en los restantes casos. 

Artículo 171. Edificios destinados a centros docentes públicos 

1. De conformidad con lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional decimoquinta de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, la conservación, el mantenimiento y la vigilancia de los edificios destinados a centros públicos de educación infantil, de educación primaria o de educación especial dependientes de la Administración educativa corresponderán al municipio respectivo. Dichos edificios no podrán destinarse a otros servicios o finalidades sin autorización previa de la Administración educativa. 

2. De acuerdo con lo recogido en el apartado 3 de la disposición adicional decimoquinta de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, cuando la Comunidad Autónoma deba afectar, por necesidades de escolarización, edificios escolares de propiedad municipal en los que se hallen ubicados centros de educación infantil, de educación primaria o de educación especial, dependientes de la Administración educativa, para impartir educación secundaria o formación profesional, asumirá, respecto de los mencionados centros, los gastos que los municipios vinieran sufragando, de acuerdo con las disposiciones vigentes, sin perjuicio de la titularidad demanial que puedan ostentar los municipios respectivos. Lo dispuesto no será de aplicación respecto a los edificios escolares de propiedad municipal en los que se impartan, además de educación infantil y educación primaria o educación especial, el primer y el segundo curso de educación secundaria obligatoria. Si la afectación fuera parcial, se establecerá el correspondiente convenio de colaboración entre las administraciones afectadas. 

Artículo 172. Centros docentes de titularidad municipal 

La Administración educativa podrá establecer convenios de cooperación con las Corporaciones locales para la creación de centros de titularidad municipal que impartan enseñanzas del sistema educativo. 

Artículo 173. Conservatorios elementales y escuelas de música y danza de titularidad municipal 

La Administración educativa colaborará en el sostenimiento de los conservatorios elementales y de las escuelas de música y danza de titularidad municipal mediante la concesión de ayudas económicas, conforme a criterios de publicidad, concurrencia, transparencia, objetividad y no discriminación. 
F) Cantabria

Se ha aprobado la Ley 6/2007, de 27 de diciembre, de presupuestos de Cantabria para 2008, en cuya disposición adicional 21 se regula las inversiones de la Comunidad Autónoma en bienes municipales, en el ejercicio de funciones de asistencia y cooperación municipal

J) Aragón.

En el Boletín Oficial de Aragón de 18 de enero de 2008 se ha publicado la Resolución de 20 de diciembre de 2007, de las Cortes de Aragón, por la que se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Decreto-Ley 2/2007, de 4 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se establecen medidas urgentes para la adaptación del ordenamiento a la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, garantías de sostenibilidad del planeamiento urbanístico e impulso a las políticas activas de vivienda y suelo en la Comunidad Autónoma de Aragón. Decreto-Ley cuyo contenido fue comentado en el Informe anterior.

O) Islas Baleares

Se ha aprobado la Ley 6/2007, de 27 de diciembre, de medidas tributarias y administrativas para el 2008. En su artículo 34 se modifica el artículo 34 de la Ley 8/2004, de 23 de diciembre, de medidas tributarias, administrativas y de función pública. Modificación que alude al destino de los bienes y derechos de contenido económico que integran el patrimonio local del suelo de conformidad con lo previsto en los instrumentos de ordenación territorial y que tienen que ver con algunos de los usos de interés social siguientes: preferentemente, a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública para su puesta en el mercado, ya sea en venta, en alquiler, en derecho de superficie o concesión administrativa, o en otras formas de acceso a la vivienda, que permita establecer precios máximos; operaciones de iniciativa pública de rehabilitación de vivienda protegida; conservación, gestión o ampliación de los propios patrimonios públicos de suelo; ejecución de dotaciones urbanísticas pública, incluidos los sistemas generales; compensación a propietarios a los que corresponda un aprovechamientos superior al permitido por el planeamiento, en la unidad de actuación en la que están incluidos sus terrenos, así como a los propietarios cuyos terrenos hayan sido objeto de una ocupación directa o expropiación; adquisición y rehabilitación de bienes inmuebles declarados de interés cultural, y catalogados, conforme a la legislación vigente en materia de patrimonio histórico, así como de los bienes catalogados según el planeamiento municipal; y adquisición y mejora de áreas naturales, y la adopción de medidas de mejora y conservación del medio ambiente.

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.

La jurisprudencia que se comenta en el presente apartado se corresponde con las Sentencias del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores de Justicia publicadas por la editorial Aranzadi desde la última entrega. En cada una de ellas se indica el número marginal asignada por la citada editorial (Ar.). Además, en el caso de la jurisprudencia de los Tribunales Superiores de Justicia también se ha añadido la jurisprudencia que la editorial Aranzadi ha incluido en su base de datos electrónica y que aparece con números marginales específicos (JUR.).

Por lo que respecta a la estructura expositiva de las Sentencias se agrupan en los siguientes apartados: los bienes de dominio local (clasificación, titularidad, objeto, fin público, alteración de la calificación jurídica y régimen jurídico); los bienes patrimoniales locales (clasificación y régimen jurídico); adquisición y enajenación del patrimonio local; utilización de los bienes de dominio público y patrimoniales; y régimen de protección de los bienes de las Entidades locales. En cada informe se expondrán las Sentencias que se hayan dictado bajo alguna de las rúbricas que se acaban de indicar.

2.- TRIBUNAL SUPREMO.

A) Adquisición de bienes de las Entidades locales: valoración del precio.

En la STS, Sala Tercera, Sección Quinta, de 3 de mayo de 2007, Ar. 8351, se examinan los requisitos para la adquisición de un bien y, en particular, el precio del bien. Para ello primero se parte de que se está en presencia de un contrato privado de compraventa llevado a cabo por una Administración y que por tanto, de conformidad con lo establecido en el artículo 9.1 de la Ley de Contratos para las Administraciones Públicas de 2000, "en cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de normas administrativas específicas (se regirá), por la presente Ley y sus disposiciones de desarrollo y en cuanto a sus efectos y extinción, por las normas de derecho privado". Refiriéndose, en concreto, el precepto, entre otros similares, al contrato de compraventa sobre bienes inmuebles para señalar que "se les aplicarán, en primer lugar, en cuanto a su preparación y adjudicación, las normas de la legislación patrimonial de la correspondientes Administraciones públicas". Partiendo de esta circunstancia y teniendo en cuenta el aspecto concreto del contrato que luego analizaremos -existencia de previo informe para la fijación del precio-, la cuestión suscitada es de evidente carácter administrativo, por lo que esta Jurisdicción debe de ser considerada competente. 

Por otra parte, en la STS citada también se parte de que una adquisición puede contenerse en un convenio urbanístico. En concreto, en ella se dice que el artículo 4 de la Ley de Contratos del 2000 proclama la libertad de las Administraciones públicas para "concertar los contratos, pactos y condiciones que tengan por conveniente" (principio de libertad de pactos), refiriéndose, además, en su artículo 6 a los contratos mixtos. En términos similares, artículo 111 de la Ley de Régimen Local de 1986..

Teniendo en cuenta lo indicado, la STS se pronuncia sobre el cumplimiento de las normas relativas a la determinación del precio de adquisición del bien contenidas en los artículos 11 y 118 del Reglamento de Bienes de 1986 y legislación de contratos y, en especial, a la exigencia de una valoración técnica que acredite de modo fehaciente su justiprecio. Así, se afirma que el precio de la compraventa no ha contado con el soporte (informe pericial) exigido por el precepto que se cita como infringido en la demanda (11 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales), ni con un sistema de fijación que acredite la corrección del mismo de modo fehaciente (artículo 118 del mismo Reglamento) por lo que, en consecuencia, no resulta cumplido el principio de buena administración, exigido por el artículo 4 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas de 2000. Y se llega a esta conclusión en la STS citada después de apreciar la generalidad del informe de valoración que obra en el expediente y afirmar que no cuenta con las exigencias necesarias para constituir un elemento objetivo de control administrativo en el trámite de determinación del precio de la compraventa que se anula.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

D) Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
a) Adquisición de los bienes de las Entidades locales. Validez de las condiciones establecidas.

En la STSJ de Andalucía, Sala Contencioso-Administrativo, Sección Primera, de 21 de mayo de 2007, Ar. 855 de 2007, se pronuncia sobre la legalidad de un acto administrativo que considera invalidas las condiciones establecidas en el contrato de donación de unos bienes al Ayuntamiento y que fueron aceptadas por la  Entidad local y que estaban en relación con la imposibilidad de trasladarlos fuera de la población. Dicha declaración administrativa no la considera legal el Tribunal puesto que en ningún caso correspondería al Ayuntamiento la interpretación con una declaración de invalidez de la condición impuesta, materia que correspondería a los tribunales ordinarios civiles. Por otra parte, la condición de que los bienes no sean trasladados de localidad por el Ayuntamiento es conforme con la normativa de patrimonio histórico, salvo en la posibilidad de que fuera temporal para exposiciones; legislación esta última que es de aplicación prioritaria a la reguladora de bienes locales.

b) Prerrogativas de las Entidades locales: potestad de recuperación de oficio.

En la STSJ de Andalucía, Sala Contencioso-Administrativo, Sección Primera, de 4 de junio de 2007, Ar. 853 de 2007, se pronuncia sobre las diversas condiciones para que sea correcto el ejercicio de la potestad de recuperación. Así, en primer lugar, se afirma que esta prerrogativa está establecida con la finalidad de mantener a los entes locales en el uso y goce pacífico de sus bienes, evitando en lo posible usurpaciones de quien no es su poseedor, aún cuando no sirva de cauce para reivindicar el dominio, si son cauce adecuado y legítimo para evitar usurpaciones en la posesión de los bienes de las entidades locales. Y a continuación, resumiendo la jurisprudencia del TS que cita, indica que los requisitos para su ejercicio son los siguientes: demostración que los bienes son del dominio de la Administración, hayan estado poseidos por la Entidad y estén identificados; existencia de usurpación; y tramitación del correspondiente procedimiento administrativo. Requisitos que se comprueba en el caso concreto por el Tribunal que no concurren.

F) Tribunal Superior de Justicia de Cantabria
a) Prerrogativas de las Entidades locales: la potestad de recuperación de oficio

Las condiciones para el ejercicio de la potestad de recuperación aparecen descritas en la STSJ de Cantabria, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Primera, de 5 de junio de 2007, JUR. 2007/294074. En concreto, en ella se dice que debe significarse que la potestad de recuperación de oficio de los bienes de dominio público o patrimoniales de la Administración, llamada también acción cuasi interdictal, interdicto administrativo o "interdictum proprium", se corresponde, como lo revela de modo patente la denominación reseñada, con la protección posesoria que otorga a los particulares la Ley de Enjuiciamiento Civil bajo la modalidad de interdictos para retener y recobrar la posesión. A diferencia de lo que sucede con esta acción, de obligado ejercicio -salvo la acción declarativa que corresponda- para quien pretenda retener la posesión inquietada o restablecer la posesión ilegítimamente arrebatada, la Administración goza del privilegio de poder decidir por sí misma si concurren los requisitos de hecho de los que nace el poder de recuperación -carácter demanial del bien en cuestión, posesión pública, usurpación, perturbación o despojo de aquella posesión y, tratándose de bienes patrimoniales, el ejercicio tempestivo anual- y, consecuentemente a tal declaración, imponer al usurpador la devolución de lo arrebatado, pudiendo hacer uso de la fuerza para obtener la restitución. En el ámbito de los bienes de las Corporaciones Locales, tal poder viene reconocido en los arts. 4.1.d) y 82.a) de la Ley de Bases de Régimen Local y en los arts. 70.1 y 71 del Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales.
Tan exorbitante prerrogativa de la Administración exonerada de acudir al Juez civil como lo tendría que hacer un particular, sigue diciendo la STSJ comentada, está sometida a la concurrencia de determinados requisitos sustantivos y formales, de tal forma que el problema consiste en determinar si se han cumplido las condiciones materiales a que la Ley subordina el ejercicio de la potestad recuperatoria de oficio. Según han sido perfilados jurisprudencialmente, se precisa para el restablecimiento de la posesión de los bienes demaniales: a) que los bienes sean de pertenencia de la Corporación local, cualquiera que sea su naturaleza jurídica; b) que sean indebidamente poseídos; c) que se ejercite la iniciativa recuperatoria dentro de plazo, si se refiere a bienes de propios; d) que exista previo acuerdo corporativo sobre base documental que acredite la posesión, sin hacer declaraciones sobre titularidad dominical; y e) que exista completa identidad entre lo poseído y lo usurpado, ya que en caso contrario ha de procederse al previo deslinde. 

No obstante, la comentada potestad de "interdictum proprium" propende a recobrar la posesión inmediata de los bienes que la entidad local manifiesta, previa prueba al respecto, que son de naturaleza demanial, dejando imprejuzgado el problema de la titularidad dominical, y aún de la posesión definitiva, que es la que se configura como una de las facultades del derecho de propiedad, que tiene que decidir, en último extremo, la jurisdicción civil. Si bien se ha exigido una prueba plena y perfecta de la concurrencia de los dos primeros requisitos enumerados -la posesión pública y su obstaculización privada-, una más reciente doctrina del Tribunal Supremo mitiga el rigor de tales exigencias de prueba indubitada, autorizando que se trate de una prueba suficiente o de una mejor prueba de posesión que la que ofrece el inmediato detentador. De esta más reciente corriente jurisprudencial son exponentes las Sentencias, entre otras, de 24 de julio de 1989 ; 3 de enero , 19 de septiembre ( RJ 1990, 6881) y 3 de diciembre de 1990 ( RJ 1990, 9715) ; 4 de enero ( RJ 1991, 502) (2 sentencias), 13 de marzo ( RJ 1991, 1997) y 5 de julio de 1991 ( RJ 1991, 5792) ; y 24 de septiembre de 1992 ( RJ 1992, 7008) .
I) Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana
a) Prerrogativas de las Entidades locales: la potestad de recuperación de oficio

La potestad de recuperación de oficio está regulada en la legislación local, debiendo cumplir para su ejercicio unas condiciones concretas y siendo controlable por los tribunales dicha actuación. Así, en la STSJ de la Comunidad Valenciana,  Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera, de 2 de julio de 2007, JUR. 2007/319134, se dice que el enjuiciamiento de la legalidad de la actuación administrativa en torno al ejercicio de potestad recuperatoria de la posesión de sus bienes compete a los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa, a quienes, sin pronunciarse sobre la definitiva posesión o propiedad de esos bienes, corresponde decidir si la Administración ha ejercitado correctamente las facultades de orden recuperatorio, tanto en el aspecto formal o procedimental como en el de fondo. Partiendo de esta premisa y de las condiciones para su ejercicio señaladas por la jurisprudencia del TS que cita, en la STSJ se sostiene que la Entidad local no las ha cumplido y, en especial, no ha quedado demostrada la previa posesión del bien que se pretende recuperar. De ahí que se anule la actuación municipal y ello sin perjuicio de los pronunciamientos de los tribunales civiles.

P) Tribunal Superior de Justicia de Madrid
a) Bienes patrimoniales: las parcelas sobrantes

Para calificar una parcela como sobrante es preciso haber tramitado el procedimiento legalmente establecido. Así, en la STSJ de Madrid,  Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Primera, de 23 de febrero de 2007, JUR. 2007/265374, se dice que  de conformidad con el art. 7.3 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, para declarar un terreno parcela sobrante se requerirá expediente de calificación jurídica, es decir, se exige un procedimiento especifico en el que se acredite la oportunidad y legalidad de la alteración de la calificación jurídica del bien (art. 8.1 de dicho Reglamento), por lo que se trata de un acto de alteración expresa y no solo tácita. 
Y sigue diciendo la STSJ comentada que es cierto que el art. 8.4 dispone que la alteración de la calificación jurídica se produce automáticamente con la aprobación definitiva de los planes de ordenación urbana y de los proyectos de obra, pero también lo es que el art. 3.1 establece que sin perjuicio de la vinculación del suelo a su destino urbanístico desde la aprobación de los Planes, la afectación de los inmuebles al uso público se producirá, en todo caso, en el momento de la cesión de derecho a la Administración actuante conforme a la legislación urbanística, por lo que se hace preciso analizar ésta, especialmente cuando se trata de suelo total o parcialmente sin desarrollar. 
En toda esta cuestión, continua afirmando la STSJ citada, subyace la diferente funcionalidad y naturaleza que ofrecen las fases de ordenación y gestión del urbanismo, correspondiendo a ésta última "los procesos dirigidos a materializar sobre el terreno las determinaciones de los Planes de Ordenación Urbanística, y, en especial, aquellos de urbanización y edificación de los terrenos, destinándolos efectivamente a los usos previstos y permitidos" (art. 71.1 de la Ley madrileña 9/2001 de 17 de julio), disponiendo en concreto el apartado 2.b) de dicho precepto, que los procesos de ejecución comprenden la obtención de los terrenos para redes públicas de infraestructuras, equipamientos y servicios en la forma que corresponda a la modalidad de gestión urbanística. Es mas, el art. 124 del Reglamento de Gestión Urbanística dispone que será el acuerdo de reparcelación el que determine la cesión de derecho al Municipio, en pleno dominio y libre de cargas, de los terrenos de cesión obligatoria para su incorporación al Patrimonio municipal del suelo o su afectación a los usos previstos en el mismo. 
Teniendo en cuenta esto último, el TSJ niega que se esté en presencia de una parcela sobrante, puesto que en el caso debatido ni se ha ejecutado el planeamiento ni se deduce que se vaya a ejecutar de inmediato. Y, por tanto, todavía no se ha producido la afectación de la calle al uso público, sin perjuicio de su vinculación al destino urbanístico previsto en el Plan y no cabe, por tanto, extraer la consecuencia de considerar a los terrenos que quedaron fuera de la ordenación prevista como bienes patrimoniales y parcelas sobrantes, pues se requiere de los necesarios actos formales de aprobación de los procedimientos de ejecución que determinen la configuración definitiva de la calle y produzcan la necesaria cesión de derecho conforme a la legislación urbanística. 

b) Prerrogativas de las Entidades locales: las potestades de deslinde y recuperación de oficio

Las potestades de deslinde y recuperación de oficio se ejercitan por las Entidades locales en los supuestos previstos en las normas, debiendo diferenciarse claramente cada una de ellas y siendo procedentes en las condiciones marcadas por las mismas. En este sentido, en la STSJ de Madrid,  Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Segunda, de 19 de junio de 2007, JUR. 2007/332819, se dice que disponen los arts. 56 y siguientes del Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales que tendrán la facultad de promover y ejecutar el deslinde entre los bienes de su pertenencia y los de los particulares, cuyos limites aparecieren imprecisos o sobre los que existieren indicios de usurpación; y consistirá en practicar las operaciones técnicas de comprobación o rectificación de situaciones jurídicas plenamente acreditadas que tendrán por objeto delimitar la finca a que se refieran y declarar provisionalmente la posesión de hecho sobre la misma. La potestad administrativa de deslindar se diferencia de la potestad de recuperación de oficio, en que en ésta ha debido producirse un acto de usurpación previo, mientras que en aquella se presume la posesión de las respectivas fincas, cuyos lindes no están claramente delimitados. No tiende el deslinde por tanto a recuperar lo perdido sino a definir aquello que se posee. 
Y sigue diciendo la STSJ citada que el expediente de deslinde debe contener la justificación del mismo, es decir, su ratio; la descripción de los inmuebles con expresión de sus linderos generales, de sus enclavados, colindancia y extensión perimetral y superficial; así como del título de la Propiedad o informaciones posesorias referentes a la posesión en favor de la Entidad Local de los bienes que se tratare de deslindar. Se trata por tanto de dilucidar y demarcar un hecho posesorio a favor de la Administración deslindante, y por tanto, no puede ejercitarse en el caso de que existan dudas sobre la naturaleza o titularidad del bien, pues en ese caso, se convertiría en un acto de definición de propiedad para el que ninguna administración tiene competencia por corresponder ésta a la Jurisdicción Civil ordinaria. Por ello, la potestad de deslinde queda obstaculizada por los principios de legitimación registral y de presunción de posesión a favor del titular inscrito, sin perjuicio de las acciones judiciales pertinentes conforme a lo dispuesto en el art. 38 de la LH que establece que a todos los efectos legales se presume que el dominio y los demás derechos reales existen y pertenecen a su titular en la forma determinada por el asiendo respectivo (STS 10-2-89, 5-11-90, 19-5-99 , etc.). 
La inmatriculación de fincas en el Registro de la propiedad no puede ser desconocida por la Administración al llevar a cabo una acción de deslinde o de recuperación de oficio, por cuanto el titular de la inscripción registral se presume que detenta la posesión del inmueble cuyo dominio está inscrito a su favor, y que presupone una situación consolidada jurídicamente, sin poderse ejercitar ninguna acción contradictoria del dominio inscrito. Por tanto, la facultad reivindicatoria de la Administración respecto de sus bienes patrimoniales o demaniales exigen la prueba completa y patente de que los mismos están sometidos a su dominio o a un uso público cuya titularidad le corresponde, pues lo contrario sería perturbar una situación dominical o posesoria, lo cual ha de hacerse necesariamente ante los Tribunales civiles ordinarios, únicos con competencia para hacer declaraciones sobre el derecho de propiedad. 
Q) Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León
a) Afectación al dominio público.

En la STSJ de Castilla y León,  Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Primera, de 6 de septiembre de 2007, JUR 2007/ 283957, se pronuncia sobre el momento en que debe considerarse que un vial previsto en el planeamiento cabe calificarlo como tal.

En concreto, en la STSJ se dice que como bien ha realizado la parte apelante es preciso distinguir entre el suelo urbano consolidado y aquel suelo que se encuentra incluido en una unidad de ejecución. Respecto del suelo urbano consolidado es cierto que los propietarios están obligados a ceder gratuitamente el suelo destinado a viales, si bien sin perder el aprovechamiento que corresponda, pero el hecho de que este suelo deba cederse gratuitamente y deba ser destinado a viales no produce que automáticamente este suelo sea vial y se encuentre integrado dentro del dominio público del Ayuntamiento. En estos supuestos de suelo urbano consolidado en que es preciso, conforme a los instrumentos de planeamiento, adaptar la configuración física de las parcelas de suelo urbano consolidado a las determinaciones del planeamiento, es preciso un Proyecto de Normalización, conforme recoge el art. 216 del Decreto 22/ 2004 de Castilla y León, y este Proyecto de Normalización una vez aprobado produce los efectos citados en el art. 252 del mismo Decreto para la aprobación de los Proyectos de Actuación, según recoge el art. 221 del mismo Reglamento de Urbanismo de Castilla y León. La primera consecuencia que se extrae de lo dicho hasta aquí es que, ni aún en el suelo urbano consolidado, el Plan General de Ordenación Urbana u otro instrumento de planeamiento general es un título bastante para que un suelo que es de propiedad privada pase a ser de propiedad pública, y mucho menos para que pase a ser un vial, sin realizar ninguna otra actuación. 
Y sigue diciendo la STSJ citada que es preciso acudir a los efectos que recoge el art. 252 del Decreto, efectos que se producen tanto en el suelo urbano consolidado (a través del Proyecto de Normalización), como en el suelo que, al no ser suelo urbano consolidado, se encuentra integrado en una unidad de ejecución o unidad de actuación (a través del Proyecto de Actuación). Este artículo 252 recoge, respecto del Proyecto de Actuación, y que es aplicable para el supuesto del Proyecto de Normalización, en su número 4 que la aprobación definitiva de este proyecto de actuación, cuando contenga las determinaciones completas sobre reparcelación, produce entre otros defectos el de trasmitir al Municipio, en pleno dominio y libres de cargas, gravámenes y ocupantes, los terrenos que deban ser objeto de cesión, para su afección a los usos previstos en el planeamiento y su incorporación al Patrimonio Municipal de Suelo, en su caso. Como requisito imprescindible es que se deben contener todas las determinaciones completas sobre reparcelación; que es una cuestión que no parece sea discutida. Pero lo trascendente es que este precepto, como no podía ser de otro modo, en ningún caso recoge que este terreno sea ya un vial público, sino que el Municipio adquiere estos terrenos, no estos viales por cuanto que no existen; y los adquiere para su afección a los usos previstos en el planeamiento. Es decir que adquiere los terrenos destinados a viales precisamente para afectarlos a ser viales, pero en ningún caso son viales sino cuando se han urbanizado total y completamente y han sido cedidos estos viales y aceptados por el Municipio. En este sentido son claros los artículos 206 y 207 del Decreto 22/04, que establece la exigencia de la entrega y recepción de la urbanización, y es una vez recibida la urbanización cuando los terrenos destinados en el planeamiento urbanístico para vías públicas deben integrarse en el dominio público para su afección al uso común general o al servicio público; siendo perfeccionada esta cesión de terrenos una vez recibida la urbanización. Es evidente que si un terreno destinado a vial no se encuentra urbanizando, todavía no constituye un vial en sentido estricto y completo, y por consiguiente no puede ser objeto de ocupación por nadie, ello sin perjuicio de la propiedad del terreno sobre el que se está construyendo el vial. 

b) Prerrogativas de las Entidades locales: la potestad de deslinde

En la STSJ de Castilla y León,  Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera, de 12 de junio de 2007, JUR 2007/312145, se pronuncia sobre las condiciones para el ejercicio de la potestad de deslinde y, en especial, la necesidad de que existan límites imprecisos y se tramite el procedimiento legalmente establecido. Así, en la STSJ citada se dice que el deslinde es una actividad dirigida a poner de manifiesto la posesión inherente al derecho de propiedad y encaminado a dotar a la Administración de la posibilidad de recuperar aquélla por si misma sin necesidad de acudir a la tutela judicial. La acción de deslinde tiene un presupuesto legalmente establecido, de esta forma declara el artículo 56.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales que para que puedan ampararse el ejercicio del deslinde entre los bienes de su pertenencia y los de los particulares es preciso que los linderos "aparecieren imprecisos o sobre los mismos existieren indicios de usurpación". Falta de precisión de linderos que ha quedado demostrada en el proceso. 
Además, se sigue diciendo en la STSJ comentada que los artículos 4.1.d) y 82.a) de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local reconocen al Ayuntamiento demandado la facultad de deslinde y el artículo 44 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, tras reconocer la facultad de deslinde a los Ayuntamientos, regula en los artículos 56 y siguientes el procedimiento de deslinde previsto para deslindar los distintos bienes de las Corporaciones Locales con bienes de particulares en casos de confusión o posibles usurpaciones. Procedimiento que se exige en la jurisprudencia del TS que se cita en la STSJ comentada y cuyo incumplimiento lleva a anular la actuación administrativa, conforme a lo establecido en el artículo 62.1.e) de la Ley 30/1992
c) Prerrogativas de las Entidades locales: la potestad de recuperación de oficio

En la STSJ de Castilla y León,  Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Tercera, de 11 de junio de 2007, JUR. 2007/312261, se examina la procedencia de la recuperación de oficio tramitada en la que no se han respetado los requisitos legalmente establecidos exigidos por la jurisprudencia del TS que cita y, en especial, la condición de que se tramite el procedimiento legalmente establecido  y los requisitos materialmente requeridos.

En concreto, en la STSJ se afirma que así las cosas, la pretensión de nulidad de pleno derecho del acuerdo recurrido que se formula al amparo del artículo 62.1. a) y e) de la Ley 30/1992, por haber el Ayuntamiento demandado prescindido total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido -ausencia de acuerdo previo de la Corporación, y de trámite de audiencia- ha de correr suerte estimatoria, pues sobre la base de que, aparte de lo ya dicho sobre los presupuestos materiales que han de concurrir para el ejercicio de la potestad de recuperación de oficio, en todo caso tal ejercicio necesariamente ha de verificarse a través del "procedimiento previsto en el artículo 71.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, sin que la remisión que en él se hace al artículo 46 pueda ir más allá de las formas de iniciación. Por otra parte, no concurren los presupuestos materiales exigidos para el ejercicio de la potestad de recuperación de oficio que, por su carácter excepcional y privilegiado, sólo cabe ejercitar cuando se encuentra respaldada de modo claro e inequívoco de la anterior posesión administrativa del bien sobre el que se ejercita, lo que aquí no acontece, tal y como declara probado en la STSJ
